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OBJETO DE LA CONTRATACIÓN: 

FORTALECIMIENTO Y OPTIMIZACIÓN DE LA PLATAFORMA DE HIPERCONVERGENCIA Y COMPOSABLE DE 

LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

 

 

La primera parte corresponde a los aspectos tributarios que se deben considerar en la contratación. 

 

La segunda parte corresponde al análisis para la determinación de los requisitos habilitantes de Capacidad 

Financiera y Organizacional y se identifica por encontrarse bajo el título “ANÁLISIS DEL SECTOR”. 

 

La tercera y última parte corresponde a la determinación de los requisitos y se identifica bajo el título 

“REQUISITOS HABILITANTES” 
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ASPECTOS TRIBUTARIOS 
 
En materia tributaria, el presente proceso de contratación es objeto de obligaciones, por tanto, se deberá 
verificar si los partícipes son sujetos pasivos de éstas conforme a lo dispuesto por las normas tributarias 
vigentes.   
  

Impuesto de Valor Agregado IVA: acorde al artículo 420 del Estatuto Tributario esta compra se encuentra 
gravada por el impuesto al valor agregado IVA, a la tarifa general del 19% (Artículo 468 del Estatuto Tributario).  

Así mismo, se debe tener en cuenta lo señalado en el artículo 192 de la Ley 1819 de 2016 que señala “…La 
tarifa del impuesto sobre las ventas aplicable a los contratos celebrados con entidades públicas o estatales, 
será la vigente en la fecha de la resolución o acto de adjudicación, o suscripción del respectivo contrato. Si 
tales contratos son adicionados, a dicha adición le son aplicables las disposiciones vigentes al momento de 
la celebración de dicha adición.” 

Retenciones de impuestos nacionales y locales: Por la naturaleza del contrato y según las responsabilidades 
tributarias del contratista, éste estará sujeto a las siguientes deducciones:  
  

 Retenciones a título de impuesto de renta: se aplicarán de acuerdo con la naturaleza del contrato y las 
responsabilidades establecidas en el RUT de la persona natural y/o jurídica, de conformidad con el 
régimen que le resulte aplicable y la actividad que realice el contratista. No se aplicará retención en la 
fuente por renta a las personas que en su RUT registren como Autorretenedores o como pertenecientes 
a Régimen Tributario Especial, como ESAL o Cooperativas. 

 Retención de IVA: se aplicará retención del 15% del IVA facturado, excepto a las personas que en su 
RUT se registren como Gran Contribuyente.  

 Retención a título de Impuesto de Industria y Comercio: se aplicará teniendo en cuenta el concepto de 
territorialidad. En la presente contratación, considerando que los servicios  serán ejecutados en Bogotá 
D.C., se aplicará las normas tributarias de esta ciudad.   

 Estampillas Departamentales: De acuerdo con las condiciones de la presente contratación no serán 
aplicables estampillas. 
 

Los porcentajes de retención para cada uno de los ítems enunciados, serán calculados de acuerdo con la 
tarifa vigente que corresponda actividad económica en la cual se enmarquen los conceptos facturados. 
 
Será aplicable el concepto emitido por la DIAN mediante oficio 95077 de 2006 que señala "... cuando en una 
factura se relacionan varios conceptos diferentes, cada uno se someterá a la tarifa de retención prevista en 
la ley, a menos que se trate de la prestación de servicios que involucran varios conceptos, evento en el que 
se debe establecer si los diferentes conceptos son identificables o no. Si son identificables a cada concepto 
se le aplica la tarifa de retención que le corresponda. Si no lo son, debe determinarse cuál de los conceptos 
predomina y se tomará una sola base de retención." 
 
En caso que el proveedor sea una Unión Temporal o Consorcio se hace necesario que el mismo cuente con 
Registro Único Tributario R.U.T. sin perjuicio del acuerdo pactado entre las partes para la facturación y cobro. 
En este sentido, se debe adjuntar el documento de conformación de la Unión Temporal o Consorcio y se 
tendrá en cuenta que las retenciones de impuestos recaerán sobre el emisor de la factura. Cada una de las 
personas que componga el Consorcio o Unión Temporal deberá presentar su R.U.T. actualizado. 
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ANÁLISIS DEL SECTOR 

 

5.4 ANÁLISIS PARA DETERMINAR LA CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL (incorporado 
en la página 28 del estudio previo.) 

 

Condiciones normativas 

Las capacidades financiera y organizacional son objeto de verificación de cumplimiento como requisitos 

habilitantes para la participación en el proceso de selección, como lo señala el artículo 5 de la Ley 1150 de 

2007.   

Para aplicación de lo anterior, la Subsección 5 del Decreto Único Reglamentario 1082 de 2015 señala que las 
personas naturales y jurídicas, nacionales o extranjeras, con domicilio en Colombia, interesadas en participar 
en Procesos de Contratación convocados por las Entidades Estatales, deben estar inscritas en el Registro 
Único de Proponentes (RUP), el cual contendrá la información a partir del cual las cámaras de comercio deben 
verificar y certificar, los siguientes requisitos habilitantes:  
 
Capacidad Financiera – los siguientes indicadores miden la fortaleza financiera del interesado: 

3.1.   Índice de liquidez: activo corriente dividido por el pasivo corriente. 
3.2.   Índice de endeudamiento: pasivo total dividido por el activo total. 
3.3.   Razón de cobertura de intereses: utilidad operacional dividida por los gastos de intereses. 
 
4.    Capacidad Organizacional – los siguientes indicadores miden el rendimiento de las inversiones y la 
eficiencia en el uso de activos del interesado: 

4.1.   Rentabilidad del patrimonio: utilidad operacional dividida por el patrimonio. 
4.2.   Rentabilidad del activo: utilidad operacional dividida por el activo total. 
 
En consecuencia, y atendiendo lo preceptuado en el artículo 6 de la Ley 1150 de 2007, la verificación de la 

capacidad financiera y organizacional, se demostrará exclusivamente con el respectivo certificado del RUP 

en donde deberán constar dichas condiciones. 

A su vez, el Decreto 1041 del 21 de junio de 2022 estableció medidas transitorias para garantizar la pluralidad 

de oferentes desde la arista que verifica la capacidad financiera y organizacional ante las consecuencias 

económicas negativas que ha enfrentado el país por la pandemia del COVID-19 y su impacto negativo sobre 

personas naturales y jurídicas aplicables para la presente vigencia. 

En este aspecto, se destaca la inclusión del parágrafo transitorio 1 al artículo 2.2.1.1.1.5.6. del Decreto 1082 

de 2015, el cual establece: “(…) los requisitos e indicadores de la capacidad financiera y organizacional de 

que trata el literal (b) del artículo 2.2.1.1.1.5.6. del Decreto número 1082 de 2015 corresponderán a los últimos 

tres (3) años fiscales anteriores a la inscripción o renovación, dependiendo de la antigüedad del proponente. 

En armonía con lo anterior, a partir del 1 de julio de 2021, las cámaras de comercio certificarán la información 

de que tratan los parágrafos transitorios 1 y 2 del artículo 2.2.1.1.1.5.2. de este Decreto". 

Como complemento a lo anterior, se debe tener en cuenta la inclusión del parágrafo transitorio 1 al artículo 

2.2.1.1.1.6.2. del Decreto 1082 de 2015, que señala: “(...) atendiendo a las  condiciones  aludidas,  en  relación  

con  los  indicadores  de  la  capacidad  financiera y organizacional, de los procesos de selección cuyo acto 

administrativo de apertura o invitación se publique a partir del 1 de julio de 2021, se tendrá en cuenta la 
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información vigente y en firme en el RUP, por lo que las Entidades Estatales evaluarán estos indicadores, 

teniendo en cuenta el mejor año fiscal que se refleje en el registro de cada proponente". 

De otra parte, mediante Decreto 1860 de 2021 se reglamentó parcialmente la Ley 2069 de 2020 "Por medio 
de la cual se impulsa el emprendimiento en Colombia”, introduciendo en el D.U.R. 1082 de 2015 algunas 
medidas para fomentar la participación de emprendimientos y empresas de mujeres, así como de Mipymes 
en el sistema de compras públicas. 
 
En el aspecto relativo a los criterios diferenciales para emprendimientos y empresas de mujeres en el sistema 
de compras públicas, el Artículo 2.2.1.2.4.2.18. del D.U.R. 1082 de 2015 señala: “… las Entidades Estatales… 
establecerán condiciones habilitantes diferenciales que promuevan y faciliten la participación en los 
procedimientos de selección competitivos de las Mipyme domiciliadas en Colombia. Para el efecto, en función 
de los criterios de clasificación empresarial, los Documentos del Proceso deberán incorporar requisitos 
habilitantes diferenciales relacionados con alguno o algunos de los siguientes aspectos: 
 
1. Tiempo de experiencia. 
2. Número de contratos para la acreditación de la experiencia. 
3. Índices de capacidad financiera. 
4. Índices de capacidad organizacional. 
5. Valor de la garantía de seriedad de la oferta. 
 
Los requisitos mencionados deberán fijarse respetando las condiciones habilitantes requeridas para el 
cumplimiento adecuado del contrato, teniendo en cuenta el alcance de las obligaciones. En desarrollo de lo 
anterior, con la finalidad de beneficiar a las Mipyme, se establecerán condiciones más exigentes respecto a 
alguno o algunos de los criterios de participación antes enunciados frente a los demás proponentes que 
concurran al procedimiento de selección que no sean Mipyme. 
“(…)” 
 
PARÁGRAFO 2. Tratándose de proponentes plurales, los criterios diferenciales y los puntajes adicionales 
solo se aplicarán si por lo menos uno de los integrantes acredita la calidad de Mipyme y tiene una participación 
igual o superior al diez por ciento (10%) en el consorcio o la unión temporal.” 
 

Para la selección abreviada por subasta inversa no es aplicable el criterio diferencial para emprendimientos y 

empresas de mujeres. 

 

Análisis del sector 

A continuación, se analizan los indicadores de liquidez, endeudamiento, razón de cobertura de intereses y 

razones de rentabilidad del activo y del patrimonio de una importante muestra de proveedores nacionales en 

cuyo objeto social se enmarca las actividades que se pretende contratar. La información analizada, con corte 

a diciembre 31 de 2020, 2021 y 2022, fue consultada en la página web del Registro Único Empresarial y 

Social Cámaras de Comercio1 : 

 

                                                           
1 https://www.rues.org.co/, consulta realizada el 22 de febrero de 2022 

https://www.rues.org.co/
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La liquidez de los proveedores se considera aceptable, este índice supone, una solución de holgura financiera 

e indica el grado en el cual los derechos de los acreedores a corto plazo se encuentran cubiertos por activos 

que se espera se conviertan en efectivo en el corto plazo, en un periodo similar al del vencimiento de las 

obligaciones. Se aprecia que el activo corriente de las empresas analizadas ha sido mayor al pasivo corriente 

en cada periodo. 

 

El nivel de endeudamiento señala la proporción en la cual participan los acreedores sobre el valor total de la 

empresa. Entre más bajo sea el nivel de endeudamiento, mayor espacio tiene la empresa para acudir a 

apalancamiento financiero por parte de terceros, como proveedores o entidades financieras. Evaluando las 

empresas que tuvieron el porcentaje más alto en los tres años, el mejor indicador de endeudamiento se ubica 

en el 74%.  

 

El análisis de Razón de Cobertura de Intereses es el resultado de la utilidad operacional dividida por los gastos 

de intereses. Es fundamental para un proveedor estar al día con sus obligaciones financieras, particularmente 

2022 2021 2020 2022 2021 2020 2022 2021 2020 2022 2021 2020 2022 2021 2020

860045379 COMWARE 1,54 1,63 1,58 0,59 0,58 0,59 2,68 3,18 3,33 0,22 0,15 0,32 0,09 0,06 0,13

900497625 SANOLIVAR SAS 1,88 2,12 1,66 0,48 0,43 0,59 15,36 2,93 5,65 0,15 0,14 0,13 0,07 0,08 0,05

811032643 TECNOLOGY PARTHERS 1,78 1,75 2,98 0,54 0,53 0,59 522,91 766,08 1250,17 0,57 0,46 0,81 0,26 0,21 0,33

800114672 INFORMATICA 2,12 2,03 2,62 0,45 0,44 0,36 129,52 416,26 159,47 0,25 0,53 0,38 0,13 0,29 0,24

900372035 ITO SOFTWARE SAS 88,05 14,84 46,71 0,33 0,53 0,50 1283,21 485,08 5,50 0,29 0,38 0,17 0,19 0,18 0,08

800002942 ITELCA SAS 4,80 5,09 3,79 0,20 0,21 0,26 94,92 34,23 26,93 0,07 0,09 0,14 0,06 0,07 0,10

860403052 PC MICROS SAS 1,45 2,49 2,10 0,74 0,50 0,61 64,44 3,80 3,30 0,46 0,16 0,11 0,11 0,08 0,04

860034714 PROCALCULO PROSIS SAS 3,41 2,03 1,61 0,64 0,68 0,57 116,29 363,96 3993,96 0,09 0,27 0,08 0,03 0,08 0,03

900031953 SOFTSECURITY SAS 2,35 11,15 1,87 0,50 0,38 0,51 7,83 23,59 80,36 0,24 0,25 0,27 0,12 0,16 0,13

900345403

CONSULTORIAS INTEGRALES Y 

SOLUCIONES INFORMATICAS 

CONTABLES Y ADMINISTRATIVAS SAS

3,24 1,27 2,46 0,31 0,66 0,25 IND IND IND 1,32 0,49 0,38 0,91 0,16 0,28

830144762
STORAGE AVAILABILITY SOLUTIONS 

S.A.S
1,47 1,38 2,32 0,66 0,70 0,41 30,57 18,62 IND 0,25 0,34 0,44 0,08 0,10 0,25

8110326435 TECHNOLOGY PARTNERS S.A.S. 1,78 1,75 2,98 0,54 0,53 0,59 552,91 766,08 1250,17 0,57 0,46 0,81 0,26 0,21 0,33

805025355 NEXURA INTERNACIONAL 2,06 2,24 2,40 0,42 0,48 0,39 5156,82 35,88 19,47 0,35 0,33 0,30 0,19 0,17 0,18

900440779
SOLUCIONES INTEGRADAS DE 

TECNOLOGIA SAS 2,52 2,96 2,10 0,50 0,46 0,60 5,35 10,49 2,06 0,16 0,18 0,04 0,07 0,10 0,01

800215592 THOMAS GREG EXPRESS

830015840 SERTISOFT 3,27 3,78 3,11 0,5 0,48 0,56 5,56 1,88 2,99 0,29 0,07 0,24 0,14 0,03 0,1

830141901
ADVANTAGE MICROSYSTEMS COLOMBIA 

LTDA 28,4 9,81 19,89 0,12 0,16 0,21 IND 498,9 27,73 0,04 0,41 0,11 0,03 0,34 0,09

860502327 JAIME TORRES C. Y CIA S.A. 3,76 4,37 4,02 0,24 0,22 0,23 5,86 6,5 3342,7 0,07 0,03 0,01 0,05 0,02 0,00

830505521
SOLUCIONES, TECNOLOGIA Y SERVICIOS 

SAS "STS SAS" 1,80 1,81 1,79 0,55 0,57 0,58 27,53 28,99 24,6 0,40 0,24 0,25 0,18 0,10 0,10

830013774 INDRA COLOMBIA S.A.S 1,61 1,53 1,56 0,57 0,59 0,59 10195,82 IND 154,05 0,36 0,38 0,50 0,15 0,15 0,20

 NIT RENTAIBLIDAD DEL ACTIVO

RENTAIBLIDAD 

PATRIMONIORAZON DE COBERTURAENDEUDAMIENTOLIQUIDEZNOMBRE

2022 2021 2020 2022 2021 2020 2022 2021 2020 2022 2021 2020 2022 2021 2020

PROMEDIO 8,28 3,90 5,66 0,47 0,48 0,47 1071,62 203,91 608,97 0,32 0,28 0,29 0,16 0,14 0,14

MINIMO 1,45 1,27 1,56 0,12 0,16 0,21 2,68 1,88 2,06 0,04 0,03 0,01 0,03 0,02 0,00

MAXIMO 88,05 14,84 46,71 0,74 0,70 0,61 10195,82 766,08 3993,96 1,32 0,53 0,81 0,91 0,34 0,33

MEDIANA 2,12 2,12 2,40 0,50 0,50 0,56 64,44 28,99 26,93 0,25 0,27 0,25 0,12 0,10 0,10

ENDEUDAMIENTO RAZON DE COBERTURA

RENTAIBLIDAD 

PATRIMONIO RENTAIBLIDAD DEL ACTIVO
ANALISIS ESTADISTICO

LIQUIDEZ
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con la obligación de pagar intereses financieros. Una compañía puede encontrarse en dificultades financieras 

y operacionales y mantener el giro ordinario de sus negocios por un buen tiempo en la medida en que sea 

capaz de pagar sus intereses de deuda. La razón de cobertura de intereses mínima en el mejor año es de 

1.88, en un escenario donde el 95% de las empresas observadas tuvo una razón de cobertura de intereses 

superior 2 en los tres años evaluados, de lo cual se colige que la utilidad operacional fue más que suficiente 

para atender el costo financiero del servicio de la deuda en estas empresas. 

 

En la medida que el índice de rentabilidad sobre el patrimonio sea mayor, mayor es la rentabilidad de los 

accionistas; a mayor rentabilidad sobre activos, mayor es la rentabilidad del negocio, lo que a su vez 

representa una mejor capacidad organizacional del proponente. Al revisar las menores rentabilidades de la 

muestra ninguna de las empresas consultadas presentó perdida en las vigencias fiscales evaluadas; y al 

revisar la mediana del indicado, el mejor año de los tres evaluados arroja rentabilidad sobre el patrimonio del 

1.32% y la del activo en el 91%.  

 

Proponentes plurales 

En relación con la capacidad financiera y de organización de los Consorcios y/o Uniones Temporales, pese a 

que la figura de la Unión Temporal permite que los miembros determinen las actividades que desarrollaran 

en el marco de la ejecución del contrato y fijen su alcance para efectos de las sanciones que puedan ser 

impuestas por la administración, tanto en la Unión Temporal como en el consorcio, todas las personas 

jurídicas o naturales que los conformen RESPONDEN SOLIDARIAMENTE por la ejecución de todas y cada 

una de las obligaciones pactadas, por ello, de forma individual deben contar con la fortaleza financiera 

necesaria para asumir dicha responsabilidad. 

Se destaca que estas figuras no se crearon legalmente para que unieran capacidades sino esfuerzos de 

gestión y para que asumieran riesgos en la ejecución de un determinado proyecto. Sobre el particular la Corte 

Constitucional, en su sentencia C 414 de 1994, Magistrado Ponente ANTONIO BARRERA CARBONELL, al 

revisar la exequibilidad del parágrafo del artículo 7 de la Ley 80 de 1993, precisó: 

 

“El Estatuto de contratación permite que los consorcios y las uniones temporales puedan contratar con el 

Estado, lo cual significa que la ley le reconoce su capacidad jurídica a pesar de que no les exige como 

condición de su ejercicio, la de ser personas morales. El consorcio es una figura propia del derecho privado, 

utilizado ordinariamente como un instrumento de cooperación entre empresas, cuando requieren asumir una 

tarea económica particularmente importante, que les permita distribuirse de algún modo los riesgos que pueda 

implicar la actividad que se acomete, aunar recursos financieros y tecnológicos, y mejorar la disponibilidad de 

equipos, según el caso, pero conservando los consorciados su independencia jurídica. 

 

Se tiene de lo anterior que, según la ley, el consorcio es un convenio de asociación, o mejor, un sistema de 

mediación que permite a sus miembros organizarse mancomunadamente para la celebración y ejecución de 

un contrato con el Estado, sin que por ello pierdan su individualidad jurídica, pero asumiendo un grado de 

responsabilidad solidaria en el cumplimiento de las obligaciones contractuales. 

 

Lo que se ha expresado para el consorcio puede aplicarse del mismo modo para la "unión temporal", si se 

tiene en cuenta el texto del numeral segundo del mismo artículo 7o. Sin embargo, la norma en cita introdujo 

a la figura una variante que justifica la diferencia con el consorcio y explica de paso su razón de ser. 

 

La exposición de motivos al proyecto de ley explica dicha diferencia de la siguiente manera: 
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"En cuanto a la unión temporal, definida igualmente en el artículo 7o., puede decirse que se trata de una figura 

que reúne todas las características genéricas del consorcio, siendo su diferencia específica la posibilidad de 

que quienes la integran determinen cuál ha de ser el alcance y contenido de la participación de cada uno en 

la ejecución del objeto contratado, de tal manera que, sin perjuicio de la responsabilidad solidaria por el 

cumplimiento de la propuesta y del contrato, los efectos de los actos sancionatorios recaigan exclusivamente 

sobre la persona que incurrió en la falta o en el incumplimiento de que se trate. De esta forma se busca facilitar 

la participación conjunta de oferentes nacionales y extranjeros o de personas con capacidades económicas 

diferentes".  

 

De igual forma el Consejo de Estado en pronunciamiento del veintiséis (26) de abril de dos mil seis (2006), 

radicación número 73001-23-31-000-1997-04707-02(15188), en cuanto a los Consorcios o Uniones 

Temporales señalo lo siguiente: El decreto 679 de 1994, reglamentario de la ley 80, dispuso, en el artículo 3º, 

que “de conformidad con el numeral 5°, literal a), del artículo 24 de la ley 80 de 1993, en los pliegos de 

condiciones o términos de referencia podrán establecerse los requisitos objetivos que deban cumplirse para 

efectos de la participación de consorcios o de uniones temporales”.  

 

Esta disposición permite, entonces, que el operador administrativo SEÑALE en los pliegos de condiciones 

REQUISITOS OBJETIVOS para la participación de los consorcios… La finalidad del ARTÍCULO 7º DE LA 

LEY 80 DE 1993 al permitir la asociación de personas para la conformación de consorcios o uniones 

temporales no sólo es la de hacer factible la prestación de un servicio, la ejecución de una obra, etc., brindando 

cada uno mayor calidad y eficiencia en razón de su especialidad, y evitando así los mayores costos y efectos 

negativos que puedan derivarse de la realización aislada y particular de actividades respecto de las cuales no 

se es el más apto, como así se anotó en la Gaceta del Congreso, sino que también la finalidad es la de 

asegurar a la Administración contratante, mediante la solidaridad creada en su favor entre los 

CONSORCIADOS o los UNIDOS TEMPORALMENTE respecto al cumplimiento total de la propuesta y del 

objeto contratado…” 

 

“Es así como cada consorciado y cada uno de los unidos temporalmente tiene una capacidad real individual, 

que no tiene alcance real de garantía efectiva sobre la solidaridad fijada en la ley a favor del contratante, 

precisamente porque en esas formas de asociación si bien se ve HACIA FUERA la capacidad del consorcio 

y de la unión temporal, resulta que HACIA ADENTRO del CONSORCIO y de la UNIÓN TEMPORAL, se 

aprecia la real capacidad de cada uno de sus miembros, por razones obvias, siempre inferior a la de la 

asociación, por consorcio o por unión temporal.  

 

La solidaridad fijada en la ley para los consorciados y para los unidos temporalmente, según el caso, puede 

dar lugar al requerimiento administrativo o a la declaración judicial de exigir el cumplimiento o la 

indemnización, según el evento, y muy seguramente en la realidad material, la previsión legal de solidaridad 

no tendrá la eficacia buscada por el legislador, en la medida que acrezca el número de participantes, pues si 

bien a mayor número de participantes es mayor la capacidad del consorcio o de la unión temporal, también a 

mayor el número de participantes es menor la capacidad individual de estos y, por tanto, aunque la ley predica 

la solidaridad, que es indiscutible, la realidad de eficacia se torna en improbable en la medida en que la 

capacidad de cada consorciado y de cada una de las personas que integran la unión temporal es menor.” 

 

En consideración a lo anterior, cuando se trate de Consorcios o Uniones Temporales, cada uno de los 

integrantes, sea persona natural o jurídica, deberá cumplir con el mínimo requerido para cada uno de 

los requisitos indicadores: Índice de Liquidez, Endeudamiento, Razón de Cobertura de Intereses, 

Rentabilidad del Activo y Rentabilidad del Patrimonio. 
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Indicadores aplicables al proceso 

Teniendo en cuenta el análisis del sector y de conformidad con lo establecido en el Artículo 2.2.1.1.1.5.3 del 

Decreto 1082 de 2015, se recomienda para medir la capacidad financiera y de organización para el presente 

proceso los siguientes indicadores: 

 

INDICADOR REQUERIDO 

Liquidez: (Activo corriente / Pasivo corriente) 

Mayor o igual a 

1,0 

Endeudamiento: (Pasivo total / Activo total) 

Menor o igual a 

0,70 

Razón de cobertura de Intereses: (Utilidad Operacional/Gastos de 

intereses) 

Mayor o igual a 

1,0 

Rentabilidad del Activo: (Utilidad Operacional / Activo) 

Mayor o igual a 

0,04 

Rentabilidad del Patrimonio 

(Utilidad operacional/patrimonio) 

Mayor o igual a 

0,07 

 
● Índice de Liquidez: Es preciso que los Oferentes tengan un índice de liquidez mínimo que les permita 

cumplir con sus obligaciones financieras, se determina para este proceso una liquidez mayor o igual a 
1,0.  

 

● Índice de Endeudamiento: Es el resultado de dividir el pasivo total por el activo total.  
Se tomó como referencia el endeudamiento de la muestra seleccionada, quedando definido para este 

proceso menor o igual a 0,70.  

 

● Razón de cobertura de intereses: Este indicador es el resultado de la utilidad operacional dividida por 
los gastos de intereses. Se determinó que la razón de cobertura de intereses debe ser mayor o igual 1 
tomando como referencia la razón mínima de los proveedores identificados en el estudio de mercado. 
 

● Rentabilidad del Activo: La utilidad operacional sobre los activos indica qué tan rentable es una empresa 
respecto de sus activos totales; muestra qué tan eficientemente usa sus activos para generar ganancias. 
Por lo tanto, el rendimiento de los activos se verificará de acuerdo con el porcentaje que resulte de dividir 
la utilidad operacional por el activo total. Se determinó que la rentabilidad del activo debe ser mayor o 
igual a 0,04. 
 

● Rentabilidad del Patrimonio: La utilidad operacional sobre el patrimonio indica qué tan rentable es una 
empresa respecto de su patrimonio, muestra qué tan eficientemente usa su patrimonio para generar 
ganancias. El rendimiento del patrimonio se verificará de acuerdo con el porcentaje que resulte de dividir 
la utilidad operacional por el patrimonio total. De ahí, que la rentabilidad del patrimonio debe ser mayor o 
igual a 0,07. 

 

 
Criterio Diferencial 

En cumplimiento del artículo 2.2.1.2.4.2.18. del D.U.R. 1082 de 2015, se establecerán los siguientes criterios 

diferenciales en lo referente a los requisitos mínimos habilitantes de Capacidad Organizacional para los 

oferentes acrediten la condición de Mipyme en las condiciones señaladas en la sección de aspectos 

habilitantes – capacidad jurídica del presente pliego.  Estos criterios aplicarán al proponente plural si por lo 

menos uno de los integrantes acredita que pertenece a la categoría de Mipyme y que tiene una participación 
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igual o superior al diez por ciento (10%) en el consorcio o la unión temporal, como se determina en el parágrafo 

2 del 2.2.1.2.4.2.18. del D.U.R. 1082 de 2015. 

 

INDICADOR VALOR REQUERIDO 

RENTABILIDAD DEL ACTIVO:  Utilidad operacional / Activo Total Mayor o igual a 0.01 

RENTABILIDAD DEL PATRIMONIO: Utilidad operacional / Patrimonio Mayor o igual a 0.03 
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REQUISITOS HABILITANTES 

CAPACIDAD FINANCIERA Y ORGANIZACIONAL 

 

El Registro Único de Proponentes – RUP es el instrumento a través del cual los proponentes acreditan su 

capacidad financiera y organizacional; entre tanto, el certificado del RUP es el documento que de acuerdo 

con la normatividad vigente obra como prueba de tales condiciones. 

 

En consecuencia, la verificación de la capacidad financiera se efectuará con la información que se encuentre 

vigente y en firme en el RUP al cierre del proceso de contratación, conforme lo previsto en el Artículo 6 de la 

ley 1150 de 2007; esta información se constatará en el respectivo certificado del RUP aportado por el 

proponente en las condiciones establecidas dentro de los aspectos a verificar en la capacidad jurídica del 

presente pliego.   

 

Así mismo, en cumplimiento del Decreto 579 de 2021, cuando en los certificados del RUP se presente la 

información financiera de los dos o tres últimos años, se evaluarán los indicadores “teniendo en cuenta el 

mejor año fiscal que se refleje en el registro de cada proponente”. 

 

Se advierte que el RUP debe renovarse a más tardar el quinto día hábil del mes de abril de cada año, de lo 

contrario cesan sus efectos. Artículo 2.2.1.1.1.5.1 del decreto 1082 de 2015.  

 

Al cierre del Proceso de Contratación, es decir, hasta el plazo para presentar ofertas, el RUP debe encontrarse 

vigente, esto es, que el proponente haya presentado la información para renovar el registro en el término 

anteriormente establecido. Para verificar que los efectos del RUP no han cesado, es necesario que el 

certificado presentado acredite que el interesado realizó los trámites necesarios para renovar su registro 

dentro del término. 

 

En el caso de Consorcios o Uniones Temporales, el RUP será presentado por cada uno de los integrantes; la 

PGN verificará para cada uno de ellos el cumplimiento de los requisitos exigidos en el pliego de condiciones, 

de acuerdo con lo certificado por la Cámara de Comercio. 

 

Para considerar que un proponente se encuentra habilitado desde la perspectiva de la capacidad financiera 

y organizacional, deberá demostrar a través de la información que reporta en el RUP vigente que los 

indicadores financieros del mejor año reportado en dicho registro cumplen con los valores requeridos que se 

señalan a continuación: 

 

 

A. CAPACIDAD FINANCIERA 
La Procuraduría General de la Nación efectuó el análisis para establecer los indicadores para verificar la 

capacidad financiera, de acuerdo con la obligación prevista en el Decreto 1082 de 2015. 

Se verificará con HABILITADO o NO HABILITADO los siguientes indicadores financieros: 

INDICE REQUERIDO 

LIQUIDEZ 

(Activo corriente / Pasivo corriente) 
Mayor o igual a 1 

ENDEUDAMIENTO 

(Pasivo total / Activo total) *100 
Menor o igual a 0,70 

RAZÓN DE COBERTURA DE INTERESES 

(Utilidad operacional / Gastos de intereses) 
Mayor o igual a 1 
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El proponente cuyos pasivos corrientes sean iguales a cero (0) se considera HABILITADO en el índice de 

liquidez. 

 

El proponente que teniendo utilidad operacional positiva reporte gasto de intereses igual a cero (0), se 

considera HABILITADO en el índice de Cobertura de Intereses. 

  

Cuando se trate de consorcios o uniones temporales, para los Índices de Liquidez, Endeudamiento y 

Razón de Cobertura de Intereses, cada uno de los integrantes deberá cumplir con el valor requerido. 

 

 

B. CAPACIDAD ORGANIZACIONAL  
 

Teniendo en cuenta que la Procuraduría General de la Nación debe asegurar que las proponentes tienen la 

capacidad para responder a las obligaciones derivadas, fijó los siguientes indicadores como requisitos 

habilitantes con los cuales se medirá la capacidad organizacional. 

 

Se verificará como CUMPLE para cada uno de los siguientes indicadores financieros, cuando el indicador que 

registre el mejor año fiscal de los últimos tres años que reporte en el RUP vigente cumpla con la condición de 

“valor requerido” que se establece a continuación: 

 
INDICADOR REQUERIDO 

Rentabilidad del Activo 

(utilidad operacional /activo)*100 
Mayor o igual a 0,04 

Rentabilidad del Patrimonio 

(utilidad operacional/patrimonio)*100 
Mayor o igual a 0,07 

 

Cuando se trate de consorcios o uniones temporales, para los Indicadores de Rentabilidad del Activo 

y Rentabilidad del Patrimonio, cada uno de los integrantes deberá cumplir con el valor requerido para 

cada uno de los indicadores. 

 

C. CRITERIO DIFERENCIAL 
 

A los oferentes que acrediten su condición de Mipyme en los términos señalados en el presente pliego y en 

el Decreto Único Reglamentario D.U.R. 1082 de 2015, les será aplicables los siguientes criterios diferenciales 

en lo referente a los requisitos mínimos habilitantes de Capacidad Organizacional: 

INDICADOR VALOR REQUERIDO 

Rentabilidad del Activo:  Utilidad operacional / Activo Total Mayor o igual a 0.01 

Rentabilidad del Patrimonio: Utilidad operacional / Patrimonio Mayor o igual a 0.03 

 

En cumplimiento del parágrafo 2 del artículo 2.2.1.2.4.2.18. del citado decreto, tratándose de proponentes 

plurales, los criterios diferenciales solo se aplicarán si por lo menos uno de los integrantes acredita que 

pertenece a la categoría de Mipyme y que tiene una participación igual o superior al diez por ciento (10%) en 

el consorcio o la unión temporal. 

 


